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l. INTRODUCCIÓN. VIEJAS Y NUEVAS DIMENSIONES DEL DERECHO A LA 
VIDA. 

El art. 2 del Convenio de Roma dispone que: 

" I . El derecho de toda persona a la vida está protegido por la ley. Nadie podrá ser priva­
do de su vida intencionadamente, salvo en ejecución de una condena que imponga pena 
capital dictada por el tribunal al reo de un delito para el que la ley establece esa pena. 2. 
La muerte no se considerará infligida con infracción del presente artículo cuando se pro­
duzca como consecuencia de un recurso a la fuerza que sea absolutamente necesario: a) 
En defensa de una persona contra una agresión ilegítima. b) Para detener a una persona 
conforme a derecho o para impedir Ja evasión de un preso o detenido legalmente. c) Para 
reprimir, de acuerdo con la ley, una revuelta o insurrección" . 

La redacción de este precepto no suscitó demasiados problemas en los trabajos prepa­
ratorios de la Convención y su objetivo principal parecía ser, en origen , legitimar la pena 
de mue1te y declararla compatible con el sistema europeo de protección ele derechos bajo 

1 El presente texto ha sido elaborado inicialmente para un libro colectivo sobre la iunsprudcncia del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos coordmado por el profesor Feo . Javier García Roca, pendiente de publicación por el Centro de Estudios 
Polí11cos y Constitucionales. 



<.:iertas condiciones~. De la paradóji<.:a impresión que esto pudiera provocar en la actual 
dad, tratándose de una disposición de protección jurídica de la vida, hay que descontar < 
hecho <le que en la época <le su aprobación bastantes países del Consejo de Europa dispc 
nían <le la pena <le muerte en su arsenal de sanciones penales más graves. Este sentido in: 
cial del a11. 2 ha ido. obviamente. perdiendo vigor debido a la evolución abolicionista d 
la mayoría de los Estados miembros del Consejo de Europa. tendencia que. según la pre 
pia exposición de motivos, es la razón justificativa del Protocolo n. 6 relativo a la abolí 
ción de Ja pena de mue11e (28 de abril de 1.983). cuyo contenido es, en la parte que aqt 
interesa. el siguiente: 

Artículo l. Abolición de la pena de muerte. Queda abohda la pena de muerte. Nadie podrá s{ 
condenado a tal pena ni ejecutado. Artículo 2. Pena de muerte en tiempo de guerra. Un Estado podr 
prever en su legislación la pena de muc1ic por actos cometidos en tiempo <le guerra o de peligro inm1 
nente de guerra: dicha pena solamente se aplicará en los casos previstos por dicha legislaci<in y co 
arreglo a lo dispuesto en la misma. Dicho Estado comuni<.:ará al Secrctmfo General del Consejo d 
Europa las correspondientes disposiciones de la legislación de 4ue se trate. Artículo 3. Prohibició 
de derogaciones. No se autorizará excepción alguna a la~ disposiciones del presente Protocolo invo 
cando e l artículo 15 dd Convenio. A1iículo 4. Prohibición de reservas. No se aceptará reserva algu 
na a las di~posiciones del presente Protocolo en virtud del aliícu lo 57 del Convenio. 

El Protocolo nº 6 entró en vigor el 1 de marzo de 1 .985 1
• De él se ha observado que s1 

redacción es "original'· porque. a dife rencia de otros preceptos internacionales que ohliga1 
a Jos Estados miembros a abolir la pena de muc1te (como. por ejemplo, el art. J .2 de 
segundo Protocolo facu ltativo del Pacto internacional de derechos civiles y políticos), e 
art. 1 del Protocolo nº 6 prohíbe directamente tal sanción con una fórmula que le asemej; 
más a una norma interna de rango constitucional que a una de derecho internacional', otar 
gando un derecho subjetivo a los pmticulares a no ser condenados a tal pena y. much< 
menos. a ser ejecutados. La Comisión de Derechos Humanos ha tenido la oportunidad d1 
examinar algunos recursos en los que se invocaba la violación del Protocolo n" 6 en rela 
ción con solicitudes de extradición de Estados que aplicaban aún la pena de muerte' . con 
cluyendo que la concesión de dicha extradición podría violar la norma, así como tambiér 
el art. 3 del Convenio. que prohíbe los tratos inhumanos''. En estos casos de fundado temo 
de riesgo para la vida del recurrente, la Comisión solía utilizar la medida cautelar previst; 
en el art. 36 de su Reglamento Interno, recomendando al Estado no proceder a la extradi 
ción. De hecho. la Comisión concedía a los Estados miembros del Protocolo n" 6 la facul 

2 IA1' 1rahajo:-. prcparnlono' ~on de escaso interés para la comprcsiün de la dispo~i(:i6n. La primera frase se inspirn en d ar1 
3 de la Dcdaracoón Unovcr>al de los Derechos del Homhre y el rc,to del pr~cepto fue propue,to por la delegacit\n hnl<inica (ve 
el comentario lle G. GUILLAUME al art. 2 del Convenio en Lt.1 Conwmtin11 Européem1e dt'S Droits de /'Homme . Comme11tab. 
articfr par amdi• - dir, .. PETTITI. DECAUX e IMBERT·, Econom1<:a. Pnrb, 1999 . ,e¡runda edición-. p. 144). 

3 J:n E,pai\a. unn de los cinco primeros Estadm en hacerlo. fue ratificado e l 20 de dkoemhre de 1.984 (el Instrumento Je rati 
licación fue puhlicaJo en el B.O.E. de 17 de ahnl Je t .985) . 

.¡ G. GUILLA U ME. comentario al Protocolo n" 6. oh.cit.. p. 1.0~8. 

5 Si: pueUcn con'\ultar en: C. RUSSO y A. BLASI , comentario al Prntncolo nº 6. en Comentano al/a Cmn-en:.imtt' Europ~1 
¡>er la tu/1'/a dl'i dirit11 dr/J '1101110 e del/e liberlá jimdamentali. CEDAM. Padua, 2.001. pp. 919-922. 

6 Rccuérde:.e el Caso Socring Y. Reino Unido. Je 7 de juho de 1.989. comentado por A. SALADO en relación con e l art. : 
del Convenio. S<>bre alguno' problemas planteados por el décafagc cnlrc el sistema de derechos fundamentales de lns diferente· 
E:-.t¡1t.Jo~ y la cxtrntlición. pcrmítascmc la remisión al artkulo: ·~El problem¡t con:-.t1tuc1onal <le Ja extradicitln de con<lcnado' er 
rnn1umac13. Cooncntano a la STC 91/2(X)(J y concordante,", 7i•oriu \' R1'u/idud Cmwiturnmal. n" 5. 21XKJ, pp. 289-335. 



tad de dar trámite a la extradición solicitada por países que reconocían la pena de muerte 
sólo a condición de que ofrecieran garantías suficientes de que tal pena no se infligiría7 • 

El último paso de la evolución del Consejo de Europa en contra de la pena de muerte 
ha sido el Protocolo número 13 del Conve1úo de Roma, relativo a la abolición de la pena 
de muerte en todas las circunstancias (también en tiempo de guerra o de conflicto). firma­
do en Vilnius el 3 de mayo de 2.002 y que ha entrado en vigor el 1 de julio de 2.003'. 

El giro copernicano del sentido inicial del art. 2, cuyo ámbito de protección principal 
se dirigía a someter la pena de muerte a límites básicos como el principio de legalidad 
penal y ciertas garantías procesales y que debe ser leído ahora a la luz del principio aboli­
cionista del Protocolo nº 6º desde el 1 de marzo de 1.985, fecha de su entrada en vigor, no 
convierte en este punto, sin embargo, al ai1. 2 en un fósil jurídico porque su aplicación 
todavía podría admitirse en la hipótesis de ''tiempo de guerra" o de "caso de peligro inmi­
nente de guerra" (art. 2 del Protocolo n. 6). Pero, sobre todo, y como tendremos ocasión 
de comprobar, el art. 2 del Convenio se ha revelado como una garantía útil frecuentemen­
te utilizada (por desgracia) frente a agresiones a la vida humana por parte de agentes de la 
autoridad pública en un escenario seguramente no imaginado por los redactores del 
Convenio, el de la lucha contra el terrorismo de base nacionalista. Desde este punto de 
vista puede hablarse de una tram.formació11 del ámbito de aplicación ordinario del art. 2, 
de simple cláusula habilitadora bajo ciertas condiciones de la pena de muerte a garantía 
contra los excesos estatales en la lucha antitcrrorista. El centro de gravedad del precepto 
ha transitado de la segunda frase del primer párrafo al segundo párrafo. relativo a los lími­
tes del "recurso a la fuerza absolutamente necesario" que pueda producir eventualmente la 

7 A la Conm1ón no le h:t,taba. "n embargo. rnn la '1mple d<clarat·i,\n del E>iado 'ohcllante de no aplicar la pena,''"º que 
prm:cdía a anali7.ar la e:-.tnu.:tura const itm.:mnal de lt1l Estado 1\:-.i. por CJCtnplo. ocurrió en lo:-. a:.unto:-. Aylor Ua\.·is "· Franr~ (20 
de enero de 1.994) o Venecia v. Italia. de 21 de noviembre de 1 .996. en Jos que la Combión recomendó a Francia v a Italia dene­
gar la t:Xtradidón a Tcxa~ y Flonda. r..--::-.pc<.:t1vamentc. por con,idcra.r in:-.uftc.:icntcs las garantía.' ofrecida" por tale~ E~tado~. Ver: 
C. RllSSO y/\ Rl.ASI. oh.ci1 .. pp. 920 s. 

K En (':-.le Protm.:olo ~e abole la pena <le muerte en to<lo C;.tSO (art. 1 ). proh1b1éndo'c cualquier dcrog¡tc1ón (art. 2) y/o rc~crva 
(art . J). E~paña . 4uc fut uno de los primeros Es1ados en ratificar el Protocolo número 6. no ha rdt1ficado pnr el mumentn c~tc 
Protocolo 13. El art. 15 de la Con,tiluc1ón pruhibc la pena de muerte "salvo lo que puedan disponer la' leyc' penales militares 
para Hl'mro~ de guerra··. pero c~ta d1~pos1ción no proh1brría que España rn1tlicara el Convenio porque en cJla no se conttcm! una 
obligación de prc"er la pena de muerte en el supuesto que se describe. sino. tan sólo. una posibil idad permitida a la cual se renun­
ciaría (válidamente a m1 JU1cio) en caso de ratificar el Prot0<.~>lo 

9 ldéntka evolución ha cxpenmentadn el art. 4 de la Convención Américana de Derechos Humanos· "I . Toda persona tiene 
derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley y. en general, a parllr del momento de la concepción 
Nadie puede 'cr privado de la vida arbitrariamente. 2. En Jos países que no han abolido la pena de muerte ésta sólo podrá impo· 
ncr-.c por los delitos má~ grave .... en cumplimiento de sentencia ejecutoriada <.k tribunal competente y de conformidad con una 
ky que e'tahlczca tal pena, dictada con anterioridad a la comisión del delito. Tampoco se extenderá su aplicación a delito< a los 
~uaks no se la aplique actualmente. 3. No se restablecerá la pcnn de mue1tc en lo' Estados que la han abolido. 4. En ningún <.·aso 
~e puc-<lc aplicar la pena Je muerte por <lelitos políticos. ni comunes conexos Clln lo~ políticos. 5. No se impondrá la pena de muer­
te a pcrsonus que. en el momento de la conusión del dellto. tuvieren menos de <lie<.'iocho años de edad o más de setenta, n1 se le 
aplicará u mujeres en estado de gravidez. 6. Toda persona condenada n muerte twnc derecho a solicitar la ammstía. el indulto o 
la (.;onmutac1ón de la pena. los cuales po<lrdn s~r c.:01wcdidos en todo~ los caMl\. No se puede aplicar la pena de mui:rtc mientras 
la ,ohe1tud c'té pendiente de decisión ante autondad competente". 
E~t~ precepto muestra m¡\s claramente la finalidad de someter la pena de muerte a límites cstnctos. pero también debe lccr!'ic, 
ho) en día." la lui del Protocolo relativo a ta abolición de la pena de muerte adoptado en Asunción (Paraguay) el 6 de agosto 
de 1.990. 



muerte de una persona. En paralelo a este proceso , el Tribunal ha ido hallando nueva: 
dimensiones de protección del derecho a la vida, ampliando las tradicionales, al conside 
rar violado el art. 2 no S(Ílo por las acciones estatales , sino también por sus omisiones ant< 
cierto tipo de riesgos para la vida de los ciudadanos'". 

Con carácter general, el derecho a la protección jurídica de la vida tiene, ciertamente 
una estructura peculiar. Así, cabría subrayar, entre otras, singularidades como éstas: ( l ª) e: 
el presupuesto lógico y ontológico del resto de derechos. (2J) Su violación tiene, por defi 
nición , "carácter in-eversible porque implica la desaparición de su titular"" . (3ª) Si se tiern 
en cuenta que Ja misma noción de "vida" humana presenta contornos científicos esquivo: 
en la definición tanto de su origen como de su final y que es un concepto central de tradi 
ciones religiosas y morales, se explica que el derecho a la vida sea un terreno particular 
mente fértil para el debate ideológico '~ y jurídico (ahí está, por ejemplo, la auténtica gue 
rra de trincheras conceptual en Jos casos del aborto voluntario y de la eutanasia/suicidi< 
asistido). Pocas dudas ofrece el hecho de que la protección jurídica de la vida es un dere 
cho de defensa de toda persona frente a los poderes públicos del que se derivarían una pro 
hibición y una obligación: los Estados estarían vinculados de modo negativo, pues el art 
2 les prohíbe causar Ja muerte a nadie a través de sus agentes (salvo en los supuestos dt 
"'recurso a la fuerza absolutamente necesario'', que deben interpretarse de modo mu) 
estricto , del apartado segundo del art. 2 del Convenio y del estrecho margen que aún sub­
siste para la aplicación de la pena de muerte en los términos del art. 2 del Protocolo n" ( 
para el tiempo de guerra), pero, muy particularmente , los poderes públicos estarían obli· 
gados, en un sentido positivo, a establecer sistemas efectivos de protección jurídica de h 
vida en sus respectivos ordenamientos. Es esta última dimensión la que permite a las ins· 
tituciones garantizadoras del Convenio examinar no sólo acciones estatales , sino tambiér 
sus omisiones, lo que permite amplificar y afilar su ámbito de con trol. 

Ahora bien, así como no se discute que la protección jurídica de vida sea un derechc 
de defensa, el conflicto exegético más agudo y complejo que se plantea actualmente, tan te 
en el ámbito europeo como en el constitucional de Ja mayoría de los Estados, es el devalo· 

IO Similar cvoluc16n ha ido experimentado la junspnu.lcncia de la Cune Intcrnmeru.:ana de Derechos Humanos. Allí. incluso 
y al menos en relación con menores. se ha llegado a conectar e] derecho a la vufa con .. e] acceso a las conJ1noncs que garantl 
ccn una existencia Uigna" (párrafo 144, Sentencia Villagrán f\.1oral e-s y otros, caso "niños <le la calle", de 19 t..le noviembre d< 

1.999). Cinco jóvenes fueron asesinados por po licías hondureños~ el Trihunal cntemhó que ello se debía a la práctica cornún 4ut 
en ese momento existía en Honduras contra los nilios de la calle por parte de algunos agentes <le la autoridad. En el párrafo 191 
el Tribunal afirmó; ··cuando los Estados violan, en esos términos. los derechos de los niños en situación de riesgo. como los ·'niño~ 
uc la calle'". los hacen victimas de una dohle agresión. En primer lugar. los Estados no evitan que sean lanzados a la nmcria, pri 
v;indolos así de unas mínimas comhcioncs <le vida digna e ímpidié ndoles e l ·~pleno y armonioso desarrollo de su personalidad'' 
a pesar de que todo niño tiene derecho a alentar un proyecto de vida que debe ser cuidado y fomentauo por los poderes público' 
para que se desarrolle en su beneficio y en el de la sociedad a la que pertenece. En segundo lugar. atentan contra su intcgridac 
física. psíquica y moral , y hasta contra su propia vida .. (cf. RENATA CENEDESI. El 1111cvo concepto del derecho a la i'Ída en h 
1urúprude11cia de la Corte foreramericana de Derechos lfwnanos . Tesina en curso <le preparación en la Universidad Uc 
Valladolid). 

11 L. M' DÍEZ-PICAZO. Sistema de /Jerechos F11ndame111ales, Thomson/Civllas. Madrid, 2 .003. p. 189 . 

12 Como concluye R. DWORKIN su infl uyente análisis (El domimo de Ja rida . Una discusión acerca del abono. la eutana 
"" v la libertad individual. Aricl, Barcelona, 1 .994, p. 31 l ). el .. verdadero debate '" se produce porque todo el mundo asume .. ]¡ 

santidad o inviolabilidad. en cualquier etapa en que se encuentre. de cualquier vida humana··. pero discrepa sobre el "lugar ade 
cuatlo" que puedan jugar en este campo las eleccmncs personales. el ejerdcio (.le "la libertad individual". 4 ue es el "requerimicntc 
cardinal y absoluto del autorrcspcto"' (p. 31 :l). 



rar si se trata o no de un derecho de libertad en el sentido de que sus titulares puedan, bajo 
ciertas condiciones, disponer de su propia vida (eutanasia y/o suicidio asistido). El 
Tribunal Europeo , en el Caso Pretty v. Reino Unido, de 29 de abril de 2.002, ha tenido 
ocasión de pronunciarse sobre tan espinoso asunto, pero de su decisión no se deduce la 
directa incompatibilidad del suicidio asistido con el Convenio, sino tan sólo que no se 
encuentra amparado por el art. 2. A mi juicio, se trata de una Sentencia dilatoria, en la que 
el TEDH ha optado. prudentemente, por no zanjar de modo definitivo una discusión que, 
sin airnjar resultados claros aún. está dividiendo a la opinión pública y a los operadores 
jurídicos de los diversos Estados. En cualquier caso, de la interpretación del Tribunal sí 
puede deducirse que, hoy por hoy, el derecho a la vida no incluye la facultad para su titu­
lar de disponer de ella. La vida es un bien jurídico protegido con independencia de la 
voluntad de su titular, lo que , a la vez que convierte en problemática su adscripción a la 
categoría clásica de derecho subjetivo", explicita Ja importancia de su dimensión objetiva 
o extraindividual. Se trataría de un bien indisponible por su directa conexión con la misma 
conservación del núcleo socia] •• . 

La formulación del primer pá1rnfo del art. 2.1 del Convenio es concisa y. a mi juicio, 
más precisa, desde el punto de vista técnico, que la del concordante art . 15 de la 
Constitución española. Mientras que éste dispone que "todos tienen derecho a la vida", el 
Convenio establece que "el derecho de toda persona a la vida está protegido por la ley' 5". 

La redacción del texto europeo permite, en efecto, entender que lo que se otorga por el 
Convenio a toda persona es un derecho a la protección jurídica de su vida, esto es, que la 
naturaleza de Ja disposición es la propia de una garantía. El Derecho no puede asegurar la 
vida, sino la protección jurídica de la vida. Sin embargo, la literalidad del texto constitu­
cional español parece sugerir que lo que se concede a "todos" es un derecho subjetivo a la 
vida, lo cual es absurdo dada la natural obstinación del hecho de la muerte. Tampoco es 
posible reconocer un derecho a la salud, sino un derecho a la protección de Ja salud, y e n 
este punto Ja redacción del art. 43.1 CE, por ejemplo, es bastante más precisa . Sin embar­
go, el art. 2 del Convenio de Niza•• contiene una formulación más parecida a la española 
que a la del Convenio de Roma: "Toda persona tiene derecho a la vida". En su segundo 
párrafo añade: "Nadie podrá ser condenado a la pena de muerte ni ejecutado" . La sobria 

IJ Así. por ejemplo. para no pocos autores, entre los cuales ya se encontraba SANTI ROMANO, el derecho a la vida "no 
""·onst1tuye un derecho suhjellvo, sino un bien que es protegido objcllvamcnte. lo que C>i:phca sus e fectos prescindiendo incluso 
de Ja voluntad del individuo, e incluso contra su voluntad . en la medida en que no tiene valor alguno la renuncia a la vida del 
mismo individuo ... en otros términos, se trata <le una protección absoluta y más completa de la que acompaila a la figura del dere­
cho suhjetivo. que implica Ja facultad Je hacer la valer o no" (Corso di Diriuo Costit1dmrale. Padua, 1.933, p. 365). 

l.J En este sentido hay quien. como IDA NICOTRA (Vita e sistema dei \'alort ne/la Costit1dm1e. Giuffré. 1 .997. pp. J ss .) . 
ha ohscrvado las analogías entre el bien j urí<lit.:o "vida" y otros bienes como el "ambiente" o el .. patr imonio artís tico". Respecto 
de tales bienes inc.lisponihles. extraindividualcs. cte., tanco Ja persona singular como la colectividad orgamzada no podrían con ­
sa.lcrarse auténticamente como .. titulares'". smo tan sólo como " administradores" (p. X) a los que correspondería conservar ta les 
h1cncs según su fina lidad propia y transferirlos a las generaciones futuras. en virtud del principio de "j usticia entre gcnerac1oncs '·. 
Cic11amcntc. la "vida". a diferencia <lel "ambiente", se puede y debe referir a una persona concreta por lo que es más fácil asi­
milar la protección j urídica Je la vida a la categoría de derecho subjetivo. 

15 Obviamente. la re ferencia a la .. ley" aquí debe interpretarse en sentido amplio como equivalente a .. Derecho" La 
Comisión. en X v. Irlanda ( 1.977). ha indtcado. en este sentiuo, que la expresión c itada no se dirige en exclusiva al legislador. 
sino que se refiere a la obligación general de todas las mllor idades de adoptar las medidas apropiadas para proteger la vida. 

16 Art. 11·2 del Proyecto de Tratado por e l que se instiluye una Constitución para Europa. 



elegancia del tenor literal de la disposición de la Unión sería más apreciable si en Europa 
hubieran desaparecido. definitivamente, los bajos fondos en los departamentos de seguri­
dad de todos Estados, pero éste no es aún el caso, como lo demuestra la abundante juris­
prudencia condenatoria de excesos estatales (particularmente británicos y turcos). De ahí 
que una redacción más completa y limitativa de tales excesos como la contemplada en el 
párrafo segundo del art . 2 del Convenio de Ro ma ofrezca por ahora mayores garantías. 

El art. 2 del Convenio pertenece al denominado "núcleo duro" del Convenio, es decir, 
al conjunto de derechos que, por efecto de la reserva contenida en el art. 15.2 del 
Convenio, no pueden ser derogados en ningún supuesto, ni siquiera "en caso de guerra o 
de otro peligro público que amenace Ja vida de la nación" (att. 15.1). Desde el seminal 
Caso McCann y otros v. Reino Unido, de 27 de septiembre de 1 .995, el Tribunal viene 
repitiendo que: "El art . 2 , que protege el derecho a la vida y establece las circunstancias 
bajo las que la privación de la vida podría estar justificada, figura como una ele las más fun­
damentales disposiciones de Ja Convención , que no puede ser derogada de ningún modo 
en tiempo de paz según el art. 15. Junto con el art. 3, constituye uno de los valores básicos 
de las sociedades democráticas que componen el Consejo de Europa". De aquí deriva el 
Tribunal dos relevantes (así como previsibles y generales) consecuencias: (1 ª) Los límites 
de este derecho deben interpretarse de modo especialmente restrictivo ("las circunstancias 
bajo las que la privación de la vida podría estar justificada deben ser estrictamente cons­
truidas") . Como veremos, el Tribunal va a utilizar el examen judicial más estricto y astrin­
gente posible a la hora de examinar las posibles violaciones de este derecho (comparable 
al strict scrutiny test de la jurisprudencia del Tribunal Supremo norteamericano), lo que 
normalmente resultará fatal para las conductas analizadas desde el punto de vista de s u 
adecuación al Convenio. En el Caso Aktas v. Turquía, de 24 de abril de 2.003, el Tribunal 
se refie re a un escrutinio particularmente minucioso (pai1icularly thorough scrutiny), inclu­
so aunque hayan tenido ya lugar procedimientos e investigaciones en el orden interno. (2'') 
De la fundamentalidad del derecho resultaría un principio en favor de la elección ele aque­
lla interpretación de su sentido y alcance que haga su contenido "más práctico y efectivo". 
Lo cierto es que el acta de nacimiento j urisprudencia] del derecho a la protección de la vida 
se levanta tan sólo en el año 1.995, con Ja citada Sentencia McCann", pero desde enton­
ces para acá se ha producido una espectacular eclosión de Sentencias (en torno a 50) que 
g iran. fundamentalmente, sobre dos escenarios crít icos para los derechos humanos, inclui­
do el derecho del art. 2 del Convenio: la lucha turca contra la minoría kurda y la británica 
contra los nacionalistas irlandeses. La primera de ellas, especialmente represiva y cruel , 
consume casi dos de cada tres Sentencias en esta materia, aunque su frecuencia parece d is­
minuir desde el año 2.002. Se muestran aquí dos de los efectos, en mi opinión, más impor­
tantes del impacto del sistema europeo de protección de derechos sobre los sistemas nacio­
nales, el de funcionar como air-bax de seguridad en casos extremos (por ejemplo, el de los 
posibles excesos de la lucha antiterrorista) pero también, al estilo de una suerte de 11V, 
como instrumento ordinario de detección o chequeo de errores y disfunciones concretas en 

17 Por d io los trabajo' doclrinalcs sobre el arl. 2 del Convenio anleriore' a esa fecha (la mayoría) tienen. por fucua. sólo un 
vulor hmirndo. Apena' hay bibliografía actualizada sobre este precepto. 



los sistemas de reconocimiento y apl icación de los derechos fundamentales en los ordena­
mientos jurídicos nacionales'". 

En la jurisprudencia del TEDH sobre el derecho a la protección de la vida del art. 2, 
son discernibles varios temas específicos. Dos de ellos absolutamente clásicos. la dimen­
sión que podríamos denominar negativa de la garantía, la prohibición de la pena de muer­
te , denominada por el Tribunal Constitucional Federal alemán "asesinato organizado legal­
mente" . salvo dentro del astringente marco jurídico de limitaciones, y la dimensión posi­
tiva. que obliga a los poderes públicos a establecer un sistema de protección (incluso 
penal) que sancione cualquier agresión a la vida con independencia de su origen público o 
privado (ahí se ubicarían los recurrentes temas del aborto y la eutanasia). Los o tros temas, 
que pueden incluirse asimismo en la dimensión positiva de la garantía. son más novedosos 
y aluden a la protección que se exige al Estado ante cierto tipo de riesgos serios contra la 
vida de terceros y también al establecimiento de un sistema de normas que efect ivamente 
protejan la vida o permitan una reparación suficiente. En ambos casos, se avanza, obvia­
mente. el estándar de protección del Convenio y, por ello. se trata de una línea jurispru­
dencia! tan atractiva desde el punto de vista ideológico como peligrosa desde un prisma 
jurídico por las enormes posibilidades de control de las legislaciones nacionales que se 
abren para el Tribunal Europeo. Así pues , la interpretación por parte de esta institución del 
art. 2 puede nuclearsc en tomo a los siguientes tres escenarios conflictivos: 

( J ") El asunto que aglutina el mayor número de Sentencias es el de la muerte causada 
por agentes del Estado~': Ja compatibilidad con el Convenio del planeamiento y ejecución 
de operaciones de las fuerzas de seguridad en las que resulta muerto alguna persona, así 
como el uso desproporcionado de la fuerza. epígrafe en el que cabe incluir los casos de los 
desaparecidos tras su arresto por las autoridades y el de los torturados y asesinados en 
dependencias policiales. 

(2") El tema, también tradicional, del final de la vida (eutanasia y/o suicidio asistido) 
y, en menor medida, porque aún no se ha abordado directamente, de su comienzo (aborto 
voluntario). 

(3º) La protección estatal ante cie110 tipo de riesgos para la vida. Este punto se refiere 
a la defensa que cabe esperar de las autoridades nacionales, derivada del art. 2, ante el ries­
go de muerte de una persona a manos de otra, el riesgo derivado de daños medioambien­
tales graves, así como la valoración por los órganos del Convenio de los sistemas procesal 
y penitenciario internos a fin de examinar si protegen suficientemente la vida de los ciu­
dadanos o permiten una reparación adecuada en caso de su privación injustificada. 

1 X Tampoco debe olvidarse el no menos importante efecto {con<tituc1onalizado 1mplícitamcntc en el art. 10.2 CE) de la rcccp­
cu)n mt~rna a cfc..:to!'i exegéticos de la~ dccisLoncs del TEDH. 

ll/ BVcrGc l. 97 ( 105). 

2l) En la JUri~prudcnc1a no se d1!'itinguc. sino que se hace equivaler <lcntro <le C!'itC i.:om:cptn general. a:-.í como <lcl de ··rw.:r1.as 
de ,eguri<la<l ... a los miembro' de las FucrLas Anna<la' y de la Policía. 



II. PROTECCIÓN DEL CONVENIO ANTE LAS MUERTES CAUSADAS POR 
AGENTES DEL ESTADO. 

La Sentencia de referencia en general sobre el derecho a la protección jurídica de la 
vida y particularmente sobre este aspecto es la citada McCann y otros v. Reino Unido, de 
27 de septiembre de 1.995. El supuesto que da origen a la controversia es la muerte de tre~ 
activistas del IRA a manos de miembros de las fuerzas especiales británicas en Gibraltar 
El Tribunal invoca, con carácter propedeútico, los principios an-iba enunciados, del prin­
cipio de interpretación más efectiva del derecho, de interpretación restrictiva ele sus lími­
tes y de la fundamentalidad del art. 2 en el sistema de la Convención, principios que van a 
ser reiterados, incluso literalmente, en gran número de las Sentencias posteriores sobre el 
art. 2. A continuación, precisa el sentido y alcance de la expresión "recurso a la fuerza 
absolutamente necesario" del apartado segundo del precepto, que es un requisito común a 
los tres límites del derecho que allí se especifican , concluyendo que: 

a) La protección del art. 2 se extiende no sólo a muertes causadas por agentes públicos 
de modo intencionado, sino también a las muertes que sean un resultado no deseado 
del uso de la fuerza . 

b) La expresión "absolutamente necesario" del art. 2.2 indica que debe emplearse un 
test más estricto y se debe exigir mayor necesiclacl en comparación con el normal­
mente empleado de "necesario en una sociedad democrática" según el párrafo segun­
do de los arts. 8 a 11 de la Convención. En particular, "la fuerza debe utilizarse de un 
modo estrictamente proporcionado para conseguir los objetivos establecidos en el 
art. 2.2". 

c) El Tribunal "debe someter las privaciones ele la vida al más cuidadoso escrutinio, par­
ticularmente cuando se emplea un uso deliberado y letal de la fuerza, tomando en 
consideración no sólo las acciones de los agentes del Estado ... , sino también las cir­
cunstancias concurrentes, incluyendo asuntos corno la planificación y control de las 
acciones bajo examen" . 

Aplicando estas pautas al caso, el Tribunal concluye que ha habido una violación del ait. 

2 del Convenio por una deficiente organización y control de la operación. Los soldados bri­
tánicos actuaron creyendo que los activistas del IRA iban a detonar la bomba que supues­
tamente habían colocado en un coche, por lo que dispararon a matar para evitar que pudie­
ran accionarla mediante control remoto. Se comprobó después, sin embargo, que los muer­
tos iban desarmados, que no tenían detonador alguno y que tampoco había ninguna bomba. 
El Tribunal no considera, empero, que la acción de comando violara el art. 2 porque "las 
fuerzas antiterroristas británicas tuvieron que decidir sobre hipótesis incompletas" (aunque 
con la seguridad de que los tres sospechosos eran miembros del IRA y expertos en explo­
sivos), los irlandeses fueron disparados después de "haber hecho movimientos amenaza­
dores hacia una bolsa de mano como si fueran a detonar la bomba" y los soldados "creían 
honestamente" que tenían que disparar a matar para salvar vidas inocentes. La violación 
del art. 2 del Convenio procede, más bien, a juicio del Tribunal, del hecho de que "las auto­
ridades carecieron de control apropiado en la organización y ejecución de la operación de 
arresto". En efecto, no previnieron la entrada de los sospechosos en Gibraltar, no contras­
taron las informaciones procedentes del servicio de inteligencia y los soldados recurrieron 



al automático recurso a la fuerza letal al abrir fuego. Por ello, "el Tribunal no está persua­
dido de que Ja muerte de los tres terroristas constituya un uso de la fuerza absolutamente 
necesario en defensa de las personas contra una agresión ilegítima en el sentido del art. 
2.2.a)". 

Con la Sentencia McCann inaugura el TEDH un protocolo de análisis de las opera­
ciones <le las fuerzas de seguridad que utilizará en cuatro ocasiones posteriores. En el Caso 
Andronicou y Constantinou v. Chipre, de 9 de octubre de 1 .997, el Tribunal juzga si vul­
neró el art. 2, desde esta óptica, una operación de rescate en la que resultaron muertos por 
las fuerzas de seguridad la secuestrada y el secuestrador (que era su pareja, por cierto2 '). 

Los demandantes , padres <le la secuestrada, alegaban que el planeamiento y control de la 
operación policial fue deficiente porque el negociador carecía de experiencia, no se ase­
guró una línea de teléfono, había demasiada policía en el entorno en contra del deseo del 
secuestrador, etc. El TEDH, después de examinar todas las circunstancias del caso, con­
cluyó, sin embargo, que la operación se planeó y ejecutó de una manera que minimizaba 
el posible riesgo para la vida de la pareja, por lo que no habría habido fractura del art. 2. 
En Ergi v. Turquía , de 28 de julio de J .998, la conclusión alcanzada es, sin embargo, la 
opuesta. Un civil kurdo muere, en el sureste de Turquía , como consecuencia de una ope­
rac ión militar lanzada contra el Partido de los Trabajadores del Kurdistán (PKK). Aunque 
el Tribunal aprecia una "insuficiente base probatoria" para sostener, "más allá de toda duda 
razonable", que dicho civil fuera asesinado por las fuerzas de seguridad, el planeamiento 
y ejecución de la operación "puso en riesgo real las vidas de la población civil al exponerla 
al fuego cruzado entre las fuerzas de seguridad y las del PKK". Y, además, "el Gobierno 
no ha aportado información alguna que desvirtúe la opinión de que puede ser razonable­
mente inferido que haya adoptado suficientes precauciones para proteger las vidas de la 
población civil". Similar razonamiento y fallo alcanza el TEDH en los casos Ogur v. 
Turquía , de 20 <le mayo de 1.999 y Gül v. Turquía, de 14 de diciembre de 2.000. 

Es claro que la valoración minuciosa por parte del TEDH de todas las circunstancias 
que rodean las operaciones militares o policiales en las que resulta muerto alguien, inten­
cionadamente o no, es una postura activista y garantista, con todas sus ventajas (arrojar 
algo de luz sobre la excepción turca y/o los excesos británicos en la lucha contra el IRA, 
por ejemplo), pero también con sus problemas. porque, evidentemente, el Tribunal se con­
vic11e en un juez de Jos hechos. En este sentido, volviendo al caso McCann, hay una 
importante opinión discrepante de nueve jueces que llama la atención precisamente sobre 
este aspecto de la cuestión~' . El asunto McCann ya había sido decidido ante un jurado y el 
Gobierno británico sostenía que el TEDH debería conceder "un peso substancial" a su 
veredicto exculpatorio "salvo que hubiera algún indicio de que dicho veredicto fuera ilíci­
to .. porque el jurado fue el único órgano bien situado para apreciar las circunstancias fác­
ticas concurrentes en el caso. El Tribunal respondió que, ciertamente, "el jurado tuvo el 

21 El sccuc,lrndm amenazaba con matarla a ella} su1rnlar'c después él. 

22 Junto con umi c.hstinta valoración <le! caso. ya 4ue. a su juk-10. lo:'\ militt1rcs tuvieron 4uc adoptar tlec isione~ nccc~anamcnte 
con Jaro~ incompletos. No se puede enjuicien un he<.:ho ex post fano porque en caso contrnrio se otor,ga una ,·cntaja táctica a Jos 
crm11nalc' frente a la~ fuerza~ de scgurí<lad. 



beneficio de oír a los testigos de primera mano". pero "no aportó razones para la conclu­
sión que alcanzó ... Por otro lado. el estándar que empleó el jurado fue si la acción de lm 
soldados había estado razonablemente justificada en las circunstancias concurrentes. y ne 
el más estricto de si era "absolutamente necesario .. bajo el art. 2.2 del Convenio. Por elle 
el Tribunal reivindica el derecho a realizar su propio juicio. Hay aquí un buen ejemplo dt: 
una distinta legalidad penal .. nacional" y "'europea" en estos casos. 

Pero la Sentencia McCann es más influyente y perdurable aún porque acuña otrc 
estündar más general cual es el de la dimensián procedimental del derecho a la protecciór. 
de la vida. un estündar que va a permitir al Tribunal condenar casi siempre a los Estadm 
demandados por violación del derecho a la vida de personas sobre las que no se tuvo cons­
tancia. 1mís allá de toda duda razonable, que hubieran sido asesinadas por las fuerzas de 
seguridad, pero sobre las que el Estado tenía un deber general de protección, de modo que 
éste debía haber realizado "una efectiva investigación oficial" pero no lo hizo. La doctri­
na McCann apenas profundiza en este concepto que tanto juego posterior daría en la labo1 
del Tribunal porque en el caso sí hubo una "i nvestigación oficial efectiva". pero lo apunt<J 
de este modo en el párrafo 161: "Una prohibición general legal de causar la muerte arbi­
trariamente por parte de los agentes de un Estado sení inefectiva si no existiera un proce­
dimiento para revisar la corrección del uso de la fuera\ letal por las autoridades estatales 
La obligación de proteger el derecho a la vida bajo el art. 2. leída conjuntamente con el 
deber general del Estado. según el art. 1. de asegurar a todos dentro de su jurisdicción lo~ 
derechos y libertades definidos en la Convención. requiere en consecuencia que exista 
alguna forma de investigación oficial efectiva cuando los individuos hayan perdido la vida 
como resultado <lel uso de la fuerza por. entre otros, agentes del Estado". 

Los pá!Tafos citados de la Sentencia McCann se han citado profusamente después. En 
la mayoría de los casos. el Tribunal ha condenado ora a las autoridades de Turquía ora a 
las de Gran Bretaña porque no realizaron una "efectiva investigación oficial". En no pocos. 
se demustní que las fuerzas de seguridad habían asesinado o habían hecho desaparecer a 
disidentes políticos. El TEDH ha explicitado el concepto <le "efectiva investigación ofi­
ciar· en tres escenarios problemáticos~ ' : (a) uso desproporcionado de la fuerza por agentes 
públicos: (b) desaparecidos tras su detención y (c) torturas y muerte de personas en depen­
dencias policiales. 

A) Uso desproporcionado de la fuerza por parte de agentes de la autoridad. acompaña­
do de carencia de investigación oficial efectiva. ha estimado, por ejemplo. el TEDH en 
casos como los siguientes. En el Caso Gülci; v. Turquía, de 28 de julio de 1.998, se juzga 
la muerte de un niño. a la salida del colegio, que es disparado en el curso de una manifes­
tación del PKK violentamente disuelta. El Tribunal aprecia violación del art. 2 por la poli­
cía turca. aunque no tiene constancia de quién mató realmente al niño. porque la fuerza 
usada para disolver la manifestación (con armas de fuego y no con balas de goma. caño-

:?.'\ S(Hl numcm~a:-. la~ anal11gfo, 4uc- podrían e ... tahlercr~e. L~unhién en C\le punto. c-1Hrc la JLiri!<i.pru<lcm:ra del TEDtl } de la 
Cor1c lntc-ramcric..\tna lk Derecho" Hum;rno~ tk'\(.k ""º 1111portantc Scntem:ia Velásquez Rodríguez (rontra Hondura.-,). de 2..1 <.k 
abril Je 1 9Xó. 



ncs de agua y otros métodos antidisturbios~') "no fue absolutamente necesaria dentro de 
significado del art. 2". En el Yasa v. Turquía, de 2 de septiembre de 1.998, el TEDH pre· 
cisa. en relación con el requisito de la investigación oficial efectiva, que "no se contrae 
sólo a los casos en los que se establezca que Ja muerte ha sido causada por un agente esta· 
tal", sino que basta que las autoridades fueran informadas de un asesinato". En Jordan v 
Reino Unido, de 4 de mayo de 2.001. el Tribunal realiza un magnífico resumen de lo~ 
requisitos que debe reunir la investigación oficial efectiva sobre cualquier alegación de 
muerte injustificada a manos de agentes estatales!º: 

( 1) Las personas responsables de la misma deben ser .. independientes" de aquellas otras 
implicadas en los hechos. Esto implica "no sólo una carencia de conexión jerárquica 
e institucional. sino también una independencia práctica"n. 

(2) La investigac ión ha de ser también "efectiva'·, en el sentido de ser capaz de "condu­
cir a la determinación de si la fuerza usada en tales casos estaba o no justificada dadas 
las circunstancias del caso, y a la identificación y castigo de los responsables". Ésta 
no es, precisa el Tribunal, "una obligación de resultado, sino de medios". Las autori­
dades "deben haber adoptado las medidas razonables disponibles para asegurar la 
prueba relativa al incidente, incluyendo, inter afia, el testimonio de los testigos pre­
senciales. Ja prueba forense y, cuando sea apropiado , una autopsia que proporcione 
un completo informe de las lesiones y un análisis objetivo de las pruebas clínicas. 
incluyendo la causa de la muerte". Advie11c el Tribunal que "cualquier deficiencia en 
la investigación que debilite su capacidad para establecer la causa de Ja muerte o la 
persona o personas responsables correrá el riesgo de caer fuera de este estándar". 

(3) La investigación deber realizarse con "prontitud". aún admitiendo que "hay muchos 
obstáculos y dificultades que pueden impedir el avance de una investigación en una 
situación particular". Sin embargo. una "respuesta rápida por la autoridades investi­
gando el uso de la fuerza letal podría generalmente ser vista como esencial para man­
tener la confianza pública en la adherencia al rule of law y para prevenir cualquier 
apariencia de colis ión o tolerancia (del Gobierno) con actos ilegales" . 

(4) Por las mismas razones, debe existir "un elemento suficiente de escrutinio público de 
la investigación y sus resultados" para "asegurar la responsabilidad en la práctica 
tanto como en la teoría". El grado de escrutinio público "podrá variar según los 
casos". pero en todos ellos "el pariente más cercano de la víctima deberá estar impli­
cado en los procedimientos necesariamente para garantizar sus intereses legítimos··~·. 

~-l Lo t.:ual. apo~111la el Tribunal. ··e~ rncomprcn:-i1bh! e im•ccptahlc pon4uc la pro"ini..:m c..k S1mak e~ una región tlond!! 'e ha 
dcd .. tr~1<lo el C!,t,1<lo t.lc cmcrg~nc1a ... 

::!5 El TEDH aprc<.:ia \Hllm:Hín poniuc nn hubn esa 111\lcs1igac1ún en el • .. :a .... o, tra.\ hahcr ~1dn U!!num:rnJo el asesrnato del tío del 
d1..~m;rndante hada rnú~ d~ cím:o i1tlm •. 

16 La drn.:tnna Jordan ~uele. por ello. tamh1én ritar~c en trnJo, lo' ca!'<io:-- en lo~ que !'<ie aludl.! a Ja nccc~1<lad <le c~a 111vc,tJga­
..:1ón ofo:1al rf~c11va. 

27 El Trihunal pon...- romo cj~mplo en contrario el l·ita<lo ca~o Ergi. en el que d fr.,ral del caso mn~tn) una ~umi..,1lln excc!\i­
\ •l J la mfonnaci6n propordon:ic.fa por lo~ .a gen le' 1mphcaJo~ en el rnci<lcntc 

:!X J-.n algunn'i t·a..,n!-. r~lacivr" a Tun~uía no M:' pcm1iti<l a c~lo' f.:1m11IJ.rc~ acceder a la Íll\ C\1lguc1ón o no 'e k' mfom1ó de \U~ 
rc'ulta<lo,. Gül~. 1.k ~X <le julio <le 1.998 u Ügur. de 20 <le mayo <le l .lJ'J9 



Aplicados estos criterios al asunto Jordan (un chico de Irlanda del Norte muerto por 
un disparo de policía). el Tribunal concluyó que la investigación oficial del caso no había 
sido rápida, ni independiente, ni había tenido escrutinio público, ni se había informado de 
la misma a los familiares de Ja víctima. A idéntico resul tado llega el TEDH en Jos seme­
jantes casos McKerr v. Reino Unido, de 4 de mayo de 2.001, Kelly y otros v. Reino 
Unido, de la misma fecha y Finucane v. Reino Unido, de 1 de julio de 2.003. En 
Shanagahan v. Reino Unido, también de 4 de mayo de 2.001, se produce la variante res­
pecto de los casos anteriores de que no se conocía con certeza quién disparó y mató al hijo 
de Ja demandante, pero el resultado, gracias a la doctrina de la necesidad de la investiga­
ción oficial efectiva. es el mismo, habría habido vulneración del art. 2 del Convenio tam­
bién en este caso por su carencia. En todos asuntos, el TEDH lanzó un aviso a las autori­
dades británicas porque las deficiencias observadas en todos ellos se referían al peculiar 
sistema de instrucción penal aplicable, que no superaba las exigencias descritas aportadas 
por el Tribunal. 

No siempre el TEDH ha apreciado violación del art. 2 en este tipo de casos por insufi­
ciente investigación oficial efectiva. En el Caso Sabuktekin v. Turquía, de 19 de marzo 
de 2.002. por ejemplo, no lo hizo. Pero es más bien la excepción que confirma la regla. En 
Kaya v. Turquía, de 28 de marzo de 2.000 se condena. como en Onen v. Turquía, de 14 
de mayo de 2.002, en Ulkuekirn;i v. Turquía, de 16 de julio de 2 .002 o en Tepe v. 
Turquía, de 9 de mayo de 2.003 . 

En esta línea de casos. McShane v. Reino Unido, de 28 de mayo de 2.002, tiene algún 
interés adicional. La demandante alegaba que su marido. que salía de un pub en 
Londonderry a la 1.30 de la noche, había muerto por las fuerzas de seguridad británicas 
(concretamente, en el curso de una revuelta había sido atropellado más o menos acciden­
talmente por una tanqueta con capacidad para derribar barricadas). lo cual constituía un 
uso de la fuerza desproporcionado y, además, no se había producido una investigación ofi­
cial efectiva. El Tribunal estima que la expresión "recurso a la fuerza" del art. 2 es aplica­
ble no sólo al uso de armas o de violencia física, sino también , "sin distorsión del lengua­
je", al uso de un vehículo armado como el que atropelló al Sr. McShane. En este caso se 
trata de un soldado al que se le dan órdenes de usar un vehículo armado pesado durante 
una revuelta para derribar una barricada que están usando civiles como escudo, por lo que 
debe ser considerado como parte de una operación de las fuerzas de seguridad por la que 
el Estado es potencialmente responsable según el art. 2 del Convenio. El Tribunal no llega 
a establecer la responsabilidad del Estado porque cuestiones fácticas centrales, como. por 
ejemplo, la velocidad a la que iba el vehículo, eran controvertidas, pero analiza el caso 
desde los requisitos de la investigación oficial efectiva, concluyendo que hubo violación 
del art. 2 (porque la investigación no fue independiente, ni comenzó pronto, etc.). Por esta 
vía ha podido el Tribunal condenar violaciones del derecho a la protección jurídica de la 
vida que no hubieran podido lograrse de otro modo. 



B) El caso de los desaparecidos tras su detención por fuerzas de se~ Se cuentan 
en este desgraciado apartado hasta doce Sentencias de condena a Turquía~'1 • La doctrina 
principal es establecida en la primera Sentencia, caso <;akici (completada por la Sentencia 
Timurtas): como la persona desaparecida debe ser presumida muerta tras su detención por 
las fuerzas de seguridad turcas , el Tribunal entiende que se desencadena la responsabilidad 
del Estado por su muerte y, por tanto, debe ofrecer una explicación plausible sobre la suer­
te del detenido. De no hacerlo, se puede presumir, considerando las circunstancias del 
caso, que el detenido ha muerto estando bajo custodia, y, en consecuencia, se produce una 
violación automática del art. 2 del Convenio (como ocurre en todos los casos). A este res­
pecto, "el periodo de tiempo que ha transcurrido desde que la persona fue detenida, aun­
que no decisiva en sí misma, es un factor relevante para ser tenido en cuenta". De modo 
que ·•cuanto más tiempo transcmw sin tener noticias, mayor probabilidad habrá de que esté 
muerto" (Sentencia Timurtas). 

Esta presunción de desaparición tras arresto policial como equivalente a asesinato fue 
discutida por el juez turco del Tribunal en su voto discrepante a la Sentencia Timurtas, 
pero no ha impedido que la opinión de la mayoría se impusiera y consolidara. En todo caso 
y a mayor abundamiento, el Estado debe también realizar la investigación oficial efectiva 
en los términos expuestos (lo que tampoco se hizo en ninguno de los casos, obviamente). 
Esto permitió condenar a Turquía en la demanda que le planteó Chipre por las personas de 
origen griego que desaparecieron en la parte turca de Ja isla. El Tribunal no pudo estable­
cer. más allá de toda duda razonable, por falta de pruebas, que los desaparecidos hubieran 
sido asesinados por las fuerzas turcas o turco-chipriotras, pero dado que sí había pruebas 
de que muchas personas desaparecidas fueron detenidas por estas fuerzas, que eso ocurrió 
en un periodo en el que las operaciones militares venían acompañadas de arrestos y asesi­
natos a gran escala (sobre todo en Jos meses del verano de 1.974), y que, por tanto, la situa­
ción era .. amenazante para la vida", el Estado demandado debía haber realizado una inves­
tigación oficial efectiva, que nunca hizo, dirigida a clarificar el paradero ele los desapare­
cidos . Otro buen ejemplo de cómo el estándar de la investigación oficial efectiva avanza 
la barrera de la protección desde las acciones de las fuerzas de seguridad a sus (significa­
tivas) omisiones. Es, sin duda, un expediente inteligente porque dado que casi con total 
seguridad la policía y/o el ejército asesinaron a disidentes (aunque no se pueda en algunos 
casos probar), no podrán explicar convincentemente qué hicieron con ellos, con lo cual si 
de verdad les asesinaron no podrán superar el requisito de la investigación efectiva. En 
otras palabras, el requerimiento de una "investigación oficial efectiva" es una magnífica 
trampa para asesinos oficiales. 

C) Un último supuesto, cercano al anterior y resuelto por los mismos criterios , es el de 
la tortura y muerte de personas en dependencias policiales. Hay cinco sentencias en este 
ámbito, dos referidas a Bulgaria: Velikova ( 18 de mayo de 2.000) y Anguelova ( 13 de 

2'1 <;:akici (8 de julio de l.999). Erlak (9 de mayo de 2.000). Timurta~ ( 13 de JUIÜO de 2.000). Tas (14 de noviembre de 
2 000>, Demira~· (21 de noviembre de 2.000). Cicek (27 ele fchrcro de 2 .001). Chipre ( 10 ele mayo de 2.001 ). Akdeniz y otros 
C11 de mayo de 2.001 ). A usar ( 10 de julio de 2.001 J. Bilgin (1 7 de juho de 2.001 J. Orak (14 de lebrero de 2 .002 ) y Orhan ( 18 
de Jllllio de 2.0112) 



junio de 2.002); y tres, cómo no, a Turquía: Salman (27 de junio de 2.000), Tanli ( 1 O do 
abril de 2.001) y Aktas (24 de abril de 2.003). En esta últ ima Sentencia, el Tribunal reite 
ra enfáticamente la necesidad de que los Estados "deben proporcionar todas las facilidade 
para hacer posible un examen efectivo de las demandas''. Porque "'es inherente a procedi 
mientos relativos a causas de esta naturaleza. donde un particular acusa a agentes de u1 
Estado de violar derechos del Convenio. que, en ciertos ámbitos sólo el Estado demanda 
do tenga acceso a información capaz de corroborar o refutar tales alegaciones"". Por otrc 
lado. el Tribunal ha venido sosteniendo que las personas detenidas están "en una situació1 
vulnerable" y las autoridades nacionales están por ello obligadas especialmente a prote 
gcrlas. Consecuentemente, "cuando un individuo es puesto bajo custodia policial y des 
pués se le lesiona, incumbe al Estado aportar una explicación plausible de cómo fueror 
causadas las heridas" y ''la obligación de las autoridades de responsabilizarse del trato , 
una persona detenida es particularmente astringente cuando el individuo muere o desapa 
rece" (Sentencia Aktas). 

Aunque guarda escasas coincidencias con estos casos. quizás no esté de más recordai 
el Caso Díaz Ruano v. España, de 26 de abril de 1.99~, que concluyó en un acuerdo amis· 
toso entn.: nuestro país y el demandante. La Com isión había concluido que no había habi· 
do violación del art. 2 del Convenio. Se trata del caso <le un detenido que muere acciden· 
talmente del disparo <le un policía durante un interrogatorio en una comisaría de Grar 
Canaria. El policía que disparó fue exonerado de culpabilidad por legítima defensa por e 
Tribunal Supremo español. 

III. LAS DECISIONES SOBRE EL FINAL Y EL COMIENZO DE LA VIDA: SUI· 
CIDJO ASISTIDO Y ESTATUTO JURÍDICO DEL FETO. 

La cuest ión de si el art. 2 del Convenio ampara de algún modo el suicidio asistido h~ 
sido zanjada negativamente de plano y por unanimidad por el Tribunal en el famoso Caso 
Pretty v. Reino Unido, de 29 de abril de 2.002 . La demandante era una mujer de 43 añm 
con una enfermedad neuro-degenerativa <le las células motoras dentro del sistema nervio­
so central que. en el momento de presentar la demanda. estaba paral izada de cuello parn 
abajo. no podía casi hablar y su esperanza de vida no era superior a l año (de hecho. pocc 
después falleció de forma natural), aunque conservaba intacta su capacidad intelectual. Ne 
existía ningún tratamiento médico que pudiera frenar la progresión fatal de la enfermedad . 
En Gran Bretaña, como en España. el auxilio al suicidio está tipificado penalmente. Pues 
bien, la Sra. Pretty se dirigió al responsable de la acusación pública inglesa, el Director o.J 
Public Pmsecutions solicitando que no abriera diligencias contra su esposo si éste le ayu­
dara a suicidarse según su propio deseo. La solicitud fue desestimada y el asunto se tras­
ladó a los tribunales. donde finalmente la House of lord.1· confirmó la negativa porque 
aquel órgano no puede negm·se a perseguir un delito. El Tribunal británico dijo no ser ''un 
cuerpo legislativo. n i un árbitro ético". De modo que el asunto se trasladó a Estrasburgo . 

:m Prci.:h.;.\mcntc en el 1.:aso Aktó..1.., el 'l'rihunal oh!-icrva oh ... tái.:u(o, a la invc~t1gadó11 opue~tos pm el Estado úcmamJado (t.:ntre 
otr;.1' co'a~. <1uiuís. porque el Tnhuna1 con~1der:.1 prohaUo que el señor J\kta!\ fu l! ª'e"inat.lo mientra~ C\taba prisionero por ¡llgún 
11po di..' técnii..·a que le produjo ,1~fixía mecánica. 



Los argumentos en relación con el art. 2 del Convenio de la demandante son tres: 

(1") Permitirla ser asist ida en el suicidio no lesionaría el art. 2. pues de otro modo los 
países europeos donde el suicidio asistido no es ilegal estarían violando tal disposición. A 
esto contesta el Tribunal que no le corresponde en ese momento determinar si la legisla­
ción de otros Estados desconocen o no la obligación de proteger el derecho a la vida. 

(2'') No son aplicables otros casos a éste, en especial, el resuelto por el TEDH. Kcenan 
v. Reino Unido. de 3 de abri l de 2.001 (las autoridades penitenciarias tienen Ja obligación 
de evitar que los internos se suiciden), porque Kecnan no tenía, por su enfermedad men­
tal. capacidad para tomar una decisión racional para acabar con su vida. Por su pa11e, el 
Gobierno británico recuerda la decisión de la Comisión en X v. Alemania, de 9 de mayo 
de 1.984. en la que sostuvo que la alimentación forzosa de un prisionero en huelga de ham­
bre era legítima". El Tribunal no contesta explícitamente a este argumento. pero sí lo hace 
implícitamente a no utilizar ningunos de los dos casos anteriores señalados como paráme­
tro de comparación con el asunto ahora en examen. 

en El argumento principal de la demandante fue que el art. 2 protege el derecho a la 
vida y también el derecho a elegir si se sigue o no viviendo. Protegería el derecho a la vida 
y no la vida misma. y Jo haría frente al Estado y otros particulares. pero no contra uno 
mismo. Esta idea es rebatida radicalmente por el Tribunal. Después de reiterar la doctrina 
conm:icla sobre la .. preeminencia" del art. 2, sin cuyo ejercicio "ninguno de los demás dere­
chos y libertades de Ja Convención serían posibles", y la obligación que se deriva para el 
Estado de proteger la vida adoptando medidas adecuadas para salvaguardar la vida de 
aquellos que se hallen bajo su jurisdicción. el Tribunal resume el énfasis de su jurisprn­
dencia sobre el at1. 2 en .. la obligación del Estado de proteger Ja vida". Pues bien, sostie­
ne que .. el Tribunal no está persuadido de que el derecho a la vida garantizado por el art. 
2 pueda ser interpretado como que contiene una dimensión negativa". A diferencia de las 
libertades. como la de asociación del art. 11, que comprende la libertad de asociarse o de 
no hacerlo. "que implican alguna medida ele elección sobre cómo se ejercitan··. el art. 2 "es 
enunciado en diferentes términos". No se refiere. afirma el Tribunal. "a Jo que una perso­
na el ige hacer con su vida". Esto. en su caso, debería reconocerse en otros preceptos del 
Convenio o en otros textos jurídicos. "Pero el a11. 2 no puede. sin una distors ión del len­
guaje. ser interpretado como si otorgara el derecho diametralmente opuesto, el derecho a 
morir: ni puede crear un derecho de autodeterminación en el sentido de conferir a un indi­
viduo la facultad de elegir morir más que vivir''. 

El Tribunal decide. pues, no zanjar un asunto como éste, tan problemático y tratado de 
modo diverso en los diferentes ordenam ientos nacionales. Bien es cierto que hay un impor­
tante y reciente documento al que se remite. la Recomendación 1418/1 .999 de la Asamblea 
Parlamentaria del Consejo de Europa, cuyo párrafo noveno reconoce que el deseo de un 

31 l In ca:-.o :-.1milar a lo~ rc ... udtm. pnr el Trihunal Con!'llitw:iona] c:-.pañol. en el m1:-.mo s~ntitl.o. mc<lhmtc Scnh:ncra~ 1 ::?.O/l .lJ90 
) l.'711.\l'IO. de l 'I de julio) 11/1 991. de 17 de enero. ca"" de la huelga de hamhre de lo' pre'º' del Entpn terrnmta de los 
GRAPO 



enfermo terminal de morir "nunca puede constituir una demanda legal para morir a mano~ 
de otra persona" y que tampoco "puede por sí mismo constituir una justificación legal para 
evitar las acciones penales derivadas de la causación de la muerte". 

De manera mucho más modesta se ha planteado la cuestión de la compatibilidad con el 
art . 2 de sistemas legales que permitan el aborto en ciertos casos. Como es sabido, no hay 
Sentencia directa del Tribunal en este sentido y tan sólo existen, como criterio interpreta­
tivo. varias decisiones de la Comisión. Entre ellas, la más importante es la decisión X v. 
Reino Unido, de 13 de mayo de 1.980, en la cual el recurrente, marido de una mujer en 
proceso de abm1ar, lamentaba que el derecho inglés no reconociera al padre ningún dere­
cho de prohibir el ejercicio del aborto. La Comisión, tras sostener que el término "toda per­
scma" del art. 2 no significa que incluya al niño no nacido se planteó tres preguntas: (lª) Si 
el art. 2 reconoce al nasciturus un derecho absoluto a la vida. (2") Si el feto no tiene nin­
gún derecho. (3") Si , por el contrario, el feto goza de algunos derechos limitados. En su 
decisión, la Comisión ha concluido que no es posible reconocer un derecho absoluto a la 
vida del feto cuando pueda causar daños a la vida de la madre. En cuanto a lo demás no se 
ha pronunciado porque en el caso en examen el aborto era necesario para evitar conse­
cuencias graves para la salud de la madre. Nos encontramos, pues, con otro ambiguo y 
salomónico razonamiento sobre tan delicado asunto que no por ello me resulta totalmente 
insatisfactorio''. 

No directamente sobre la cuestión del aborto, sino sobre el estatuto jurídico del feto 
humano ha recaído la relevante Sentencia Vo v. Francia, de 8 de julio de 2.004. La deman­
dante, una ciudadana francesa llamada Thi-Nho Yo, alegaba que las autoridades judiciales 
nacionales habían violado el art. 2 del Convenio porque la conducta del médico que fue 
responsable de la muc11e de su feto de seis meses in utero no se calificó como un homici­
dio intencional". La demanda sostenía que el término "toda persona" del art. 2 incluía a 
todo ser humano , también a los concebidos pero todavía no nacidos y, por tanto, las legis­
laciones de los Estados debían asegurar la protección de éstos tipificando penalmente el 
homicidio involuntario, incluso aunque, en cie11os casos, permitieran el aborto. El asunto 
en litigio era, pues , si la ausencia de una respuesta criminal dentro del sistema jurídico 
francés para castigar la destrucción involuntaria de un feto constituía un fallo estatal en la 
protección del derecho a la vida en el sentido del ai1. 2 del Convenio. El Tribunal recuer­
da, en primer lugar, las escasas decisiones anteriores, tanto suyas como, sobre todo, de la 
Comisión, concluyendo que el nasciturus no ha sido visto por ellos como una "persona" 

32 De la intcrprctadón <le la Co1ms1t1n se dcUucc . a mi JU ido. la plena compatibilidad con el Convcrno del denommaJo "abor­
to terapéutico'', que se produce en el escenario típico del conflicto de bienes. El ahor1o producto Ue una v1olac1ón también prn..lría 
mcluirsc sin demasiado esfuerLo en este ámbito, según creo. f\.1ayorcs prohlcnms podrían producirse t:on el aborto cugcnésjco y. 
sohre todo, con un sistema que no fuera de indicaciones sino directamente de plazos. Esta decisión de la Comisión fue invocada 
por el Ahogado del Estado para oponerse al rct.:urso previo <le inconstitudonalidatl c.:ontra la rcfonna del Código Penal español 
que dcspcnali7ó este tipo de abortos y el Tribunal Constitucional , en su Sentencia 53/l.985 (f. JCO. 6"). la utilizó para recordar 
que Ja Cmmsión excluyó que "'el feto pudiera tener un derecho a la vida de carácter ahsoluto··. 

33 El médico del Hospital General de Lyon cometió un error trágu.:o pues confundió a la demandante con otra paciente lla­
mad.a de modo semejante. Th1 Thanh Van Yo. y, como consc('uencia de su intervenc.:ión. perforó el saco amniótico de Ja deman­
dante. lo que produjo la muerte de su fct<i. 



directamente protegida por el art. 2 del Convenio y que aunque el no-nacido tuviera u 
"derecho" a la " vida", estaría implícitamente limitado por los derechos de la madre, aur 
que tampoco se ha excluido la posibilidad de que en ciertas circunstancias se pueda ex ter 
der la protección al niño no-nacido" . Es preciso que exista un equilibrio entre los in ten 
ses de la madre y la necesidad de asegurar protección al no-nacido'5• El Tribunal justific 
su interpretación en "el claro deseo de establecer un equilibrio ... respecto de las dimer 
siones jurídicas , médicas, filosóficas, éticas y religiosas a la hora de definir qué sea un' se 
humano' tomadas en cuenta por las distintas regulaciones del asunto en el ámbito de lo 
Estados". La cuestión de cuándo comienza el derecho a la vida debe remitirse, declara { 
Tribunal, al margen de apreciación de los Estados por dos razones: primera, porque est 
cuestión (el estatuto jurídico del embrión y del feto) no ha sido ni siquiera resuelta por lo 
propios Estados y segunda, porque no existe un "consenso europeo·"" sobre la definició 
científica y jurídica del comienzo de la vida, aunque están empezando a recibir embrione 
y fetos alguna protección a la luz de los progresos científicos y las potenciales consecuen 
cías de la investigación en ingeniería genética, procreación asistida y experimentación co 
embriones. Como mucho, "podría decirse que es una idea compartida entre los Estados qu 
el embrión y el feto pertenecen a la raza humana" . " La potencialidad de estos seres y s 
capacidad para llegar a ser personas (lo que les asegura protección en diversos Estado 
desde el punto de vista del derecho civil) . requiere protegerles en nombre de la dignida· 
humana, sin necesidad de convertirlos en una "persona" con "derecho a la vida" a los efec 
tos del art . 2 CEDH". Esta doctrina es semejante a la que ha empleado el Tribum 
Constitucional español a partir de su Sentencia 53/1.985 sobre el aborto (a su vez inspira 
da en la jurisprudencia ele aquél momento del Tribunal Constitucional Federal alemán) . E 
cualquier caso, continúa razonando el Tribunal Europeo, "no es deseable, ni posible, res 
pender en abstracto a la cuestión de si un no-nacido es una persona a los efectos del art. 
CEDH". Y mucho menos en el caso en examen, porque, incluso asumiendo que ese pre 
cepto fuera aplicable. el Estado francés no ha fallado a la hora de cumplir los requerí 
mientes procedimentales de protección inherentes en el art. 2 CEDH. La dcmandant 
entendía que sólo una sanción penal cumpliría tales requerimientos, pero el Tribunal n• 
comparte este punto de vista para el caso de las negligencias médicas". La demandante dis 
ponía de una acción por daños ante los tribunales administrativos . que el Tribunal consi 

34 El Tnhunal anota. unte wdo. que. a diferencia del art. -l de la Convención Americana úe Derechos Humano>. el art. 2 d< 
Con\'enio no prc"é que e l dere<·ho a la vida úche proteger'-<'. ··en gcncr•l . dc:.de d momento de la concepción"'. El art. 2 CEDI 
guarda " lencio sobre 13' limitacione' temporales del derecho a la vida y. en panicular, no define qué cahc entender por ··roda pc1 
..,ona" ~uya vida :-.e pn)tegc por el Convenio)' ~¡ el no-naddn tiene tal derecho. El abc.lrtO no es una de las cx.cepcmncs exprese 
mente enumeradas en el a rt. 2.2 CEDH, pero la Comisión ha expresado la (lpini<ln de que es crnnpatible con el primer apartad 
del art. 2.1 CEDH para asegurar la salud y la vida de la madre (Decisión de la Comisión X v. Reino Unido. de 13 de mayo d 
l .980). Ahora bien. en el lnlorme de la Comisión BriiAAemann and Seheulcn •·.Alemania. de l2 de j ulio de 1.977), se dice q u 
"el cmharnzo no puede vcr!-tt! como algo que pertenezca sólo a la esfe ra tic Ja vida privada ... pues Ja vida privada de la cmhan. 
m<la c'tá directamente relacionada con e l Feto en dc,amill<i"', de modo 4ue '"el an. K. 1 del Convenio no puede ' cr inlcrprclad 
l·on1n que el cmhar:.ti'O y su terminación son. en pnrn.:1p10. asunto:-. que afec tan a la vida privada <le la madre". 

3~ Dcci,ión del TEDH Boso v. Italia. de S de scpliemhre de 2.002. 

36 El Tn hunal observa que la Convención de Oviedo sobre Derechos Humanos y Biome<licina <lclibcra<lamcnlc no da u n 
definic ión del término " todos"' porque no existe un acuerdo general 'l>brc e llo y deben ser los Estados miembros los que decida 
en sede nacional qué debe ente n<le rse. Algo semejante ocurre en e l Protocolo Adicional sobre prohibición de la Clonac ió 
Humana y el borrador del Protocolo Adicional sobre Inve,tigac1ón Biomédica. 

37 Según doctr ina constante del Tribunal. en e l campo específico de las negligencias médicas. '" la obligación p<xlría tamb ié 
satbfaccrsc proporcionando a las víc timas una rn.:ción ante los tribunales t:1"1lcs. sola o en conj um:1ón con acciones penales . . 
medida:-. l.hsc1plinare~ 1amhién podrían ser cmt~ 1dcradm .... 



deró como un "remedio efectivo" y. por tanto. induso asumiendo que e l art. 2 CEDH fuera 
aplicable en este caso. falló que no había habido violación de tal precepto. Cuatro votos 
particulares acompañaron la Sentencia. aunque sólo hubo dos discrepantes (los otros dos 
fueron concurrentes) '•. 

IV. LA PROTECCIÓN ESTATAL ANTE CIERTOS TIPOS DE RIESGO PARA LA 
VIDA. 

En este campo se está en presencia. como se ha indicado antes, de una línea jurispru­
dencia! tan atractiva corno peligrosa por lo que tiene de activista, pues. entre otras cosas, 
fiscaliz.a no sólo acciones -públicas e incluso privadas- sino también omisiones estatales. 
Los riesgos de muerte que deben ser protegidos por e l Estado pueden provenir de (a) ter­
ceros, de (b) daños medioambientales graves o de (e) una insuficiente protección ele las 
regulaciones jurídicas estatales en materias de proceso penal y organización penitenciaria. 

A) Riesgm provenientes de terceros. 

La primera Sentencia y leading case en este apartado es el Caso Osman v. Reino 
Unido. de 28 de octubre de 1.998. El asunto conmocionó a la opinión pública. Un profe­
sor británico acosó. en el colegio. en la calle y en el domicilio familiar, a un discípulo y a 
su familia hasta yue finalmente mató al padre con un arma de fuego e hirió gravemente al 
alumno. La demanda consideraba yue el Estado había fallado en adoptar las medidas apro­
piadas para proteger la vida de los afectados por los incidentes. El Tribunal argumentó que 
el art. 2 del Convenio implica en ciertas circunstancias una obligación positiva para las 
autoridades nacionales de adoptar medidas preventivas que protejan a un individuo cuya 
vida corra peligro por los posibles actos criminales de otro individuo. El Tribunal tiene en 
rncnta ''las dificultades que entraña para la policía en las sociedades modernas la imprc­
dictible conducta humana y las elecciones tácticas que deben hacerse en términos de prio­
ridades y recursos", de modo que una tal obligación "no debe interpretarse como una carga 
imposible o desproporcionada sobre las autoridades'". Por ello. ··no tocio riesgo puede obli­
gar a las autoridades a prevenir que se materialice"'. Otra relevante matización que efectúa 
el Tribunal c!-1 "la necesidad de asegurar yue la policía ejercite sus poderes de controlar y 
prevenir el crimen de un modo que respete por completo e l debido proceso y otras garan­
tías que legítimamente restringen el ámbito de la acción de investigar el crimen y traer a 
sus autores a la justicia". A juicio del Tribunal, cuando se alegue que las autoridades han 
omitido su obligación positiva de proteger el derecho a la vida en el contexto de su deber 

:ix Pa"l el Juc1 COSTA. el m~. 2 CED!l era pknamcnle aplicable. SeglÍn ROZAKIS (con e l que rninciden CAFL!SCIJ. FlS­
l'll HACI l. l.ORENZEN ) THOMASSEN ). sí existe un con,enso europeo (ét1rn y .1uríd1cn) snhre el hecho de que la ' 1J¡¡ un miin 
no nacido. aunqu1.: pro1egido en algunos úc sus atnhuto.'-1. no puede c4uípetrar~c a la vidn post·natal pmtegida por el art. 2CEDI 1 
1).1~" lanto. lo entienden mapliciihlc iil caso). Por su parre. el Juez RESS con"dcr;1 que un remcdtn admmis1ra1t vo) nn penal 
c:omo el del c:aso en examen nn proporcionJ. al nasciturn~ (que sí estaría pnllcgiU1) pord an. 2 Cl:DII. aunque no fuera del mbmo 
mm1n 4ue lo~ 'crc1<1 ya nacidcv ... ) una atlc1:ua<la y dl:i.:ti\ a pmte1:ci<ln c,:ontra la negligencia méúil'.a y. por cnnsíguicntc. hahría habi­
do una •iola"ón del art . 2 C"EDH. MULONARI (al que se :idhierc STRÁZNIC"KÁI argumenta en un 'cnttdo semejante que e l 
art. 2 cm uplu.:ahlc y 4ut .. · hahría sido violado en el caso porque la pn>tcc1.:u\n que el !'>tstcma francé.., propon:umé1ba a Ja c.Jeman­
J;.mt~ no ~a11,fada In~ rcqu1,Hos procedimentales mhercnh:' al art. 2 Cl:Dll. 



de prevenir y evitar los delitos contra las personas, debe establecerse que "las autoridadt 
conocían o deberían conocer la existencia de un riesgo real e inmediato sobre la vida" e 
un individuo o individuos concreto ante posibles actos criminales de un tercero y que ha 
omitido las medidas que, en el ámbito de sus poderes, podrían juzgarse razonablemenl 
que evitarían tal riesgo. 

Este criterio, test o estándar sólo puede responderse a la luz de todas las circunstancü 
del caso particular. En el Caso Osman. por ejemplo, el Tribunal no estima violación d< 
a11. 2w. Pero en el Caso Akkoc v. Turquía, de 10 de octubre de 2.000, sf"'. En efecto, e 
este asunto el asesinado fue un maestro y activista kurdo amenazado. Aunque el Tribun; 
no pudo constatar que lo mataron las fuerzas de seguridad turcas, analiza, concluyend 
afirmativamente, si el Estado turco había incumplido su obligación de proteger a ese señc 
de un riesgo conocido, real e inmediato , para su vida. Para alcanzar esa conclusión, t 

Tribunal constata "una carencia de responsabilidad de los miembros de las fuerzas de segt 
ridad por sus acciones". incompatible con el rule of law en una sociedad democrática, der 
vada de tres graves defectos en la protección penal en esa región del sudeste turco durar 
te el periodo n.:kvante: ( l ") Cuando los delitos eran cometidos por oficiales del Estado e 
c ie11os casos la competencia para investigar pasaba del ministerio público a un consej 
administrativo cuyo responsable era el Gobernador, director, a su vez, de las fuerzas d 
seguridad. (2º) El ministerio público habría mostrado escasa voluntad de perseguir los deli 
tos cometidos por las fuerzas de seguridad en ese periodo y lugar. (3º) Los procedimiento 
judiciales contra el PKK eran sustanciados ante tribunales nacionales de seguridad que n 
cumplían Jos requerimientos de independencia impuestos por el art. 6 del Convenio debi 
do a la presencia de un juez militar cuya pa11icipación permitía suponer el temor de un 
indebida influencia. 

Dos casos interesantes en este punto son el ya citado Keenan, de 3 de abril de 2.001 
el de Paul y Audrcy Edwards v. Reino Unido. de 14 de marzo de 2.002. El primero s 
refiere a la demanda que presenta una madre contra las autoridades penitenciarias que n 
habían protegido a su hijo. enfermo mental. del suicidio. No prosperó porque, a juicio de 
Tribunal. las autoridades de la prisión habían adoptado las medidas necesarias (atenció 
médica. etc.). El segundo también se desarrolla en una cárcel inglesa, y se refiere al ascsi 
nato de un preso por su compañero de celda. un sujeto muy peligroso, desequilibrado psi 
cológicamente y con bastantes episodios violentos en su currículo. Aquí sí aprecia e 
Tribunal violac ión del art. 2 porque no se informó de la peligrosidad del asesino, hubo un 
inadecuada entrada en prisión del asesinado. cte. 

B) Riesgos procedentes de daños medioambientales. 

Se han dictado tres importantes Sentencias e n este punto. La primera fue resolvió e 
Caso L.C.B. contra Reino Unido, de 9 de junio de 1.998. La demandante es la hija de u1 
militar británico que sirvió en el Pacífico durante las pruebas nucleares y estuvo. por con 

W Tampoc<> en Uenilci y otros v. Chipre. úc 23 úc mayo úe 2.(K) J. un c:i.-o en el que la demanda tuc planteada por una turc 
unte (,.'I a~c:-iinato <le !'.U hijo en la parte gric,l!a de Chipre 

~O Y en otn» rnmo Ka ya v. Turquía. de 28 úe mam> úc 2 .(KK) y en Kilic v. 1\Jrquín, de la m1'1na fet'ha. 



siguiente, expuesto a cierto nivel de radiación (en algunos casos, se pidió a la tropa que 
permaneciera en el exterior durante el bombardeo). Posteriormente, la demandante pade­
ció leucemia infantil , que consideraba consecuencia directa de las radiaciones excesivas 
sufridas por su padre durante el servicio militar. El Tribunal examina si el Estado "hizo 
todo lo que se requería para prevenir que la vida de la demandante se expusiera a riesgo", 
atendidas las circunstancias del caso. El Tribunal sostiene, si n embargo, que no puede ser 
conocido con certidumbre si el padre fue sometido a niveles peligrosos de radiación (más 
bien, los informes manejados por él sugieren que la radicación no alcanzó niveles peligro­
sos en las áreas donde sirvió), y tampoco ha sido establecido ningún vínculo causal entre 
la exposición a radiación del padre y la leucemia de la hija concebida posteriormente. 
Además, el Estado carecía de información suficiente en el tiempo relevante como para eva­
luar Ja posibilidad de tal relación (radiación/leucemia), por lo que no se le puede exigir que 
actuara de propia iniciativa en algún sentido. Por todo ello. no habría habido violación del 
art. 2. 

La segunda Sentencia es la del Caso Guerra y otros v. Italia. de 19 de febrero de 
1.998. Los demandantes consideraban que la presencia a menos de un kilómetro de su 
población de una empresa química calificada de "alto rie~go" y con un historial de acci­
dentes ponía de manifiesto que las autoridades no habían adoptado medidas apropiadas 
para reducir el riesgo de polución y evitar el riesgo de otros accidentes, con lo que se lesio­
naría su derecho a la vida. El Tribunal no estimó necesario examinar este problema desde 
el ángulo del art. 2 porque lo hizo desde la protección a la vida privada y familiar del art. 
8 (como en el caso López Ostra) . Pero el voto concurrente del juez Walsh apunta, según 
creo. en la buena dirección: habría habido también violación del art. 2 del Convenio. Más 
preciso es, en el mismo sentido, la opinión concurrente del juez Jamhrek: ''La protección 
de la salud y la integridad física están en estrecha relación tanto con el derecho a la vida 
como con el respeto a la vida privada y familiar. Podría ser tiempo para que la jurispru­
dencia del Tribunal sobre el derecho a la vida comience a considerar, desarrollando los res­
pect ivos derechos implícitos, las situaciones de riesgo serio y real para la vida o diferen­
tes aspectos del derecho a la vida". 

El Tribunal ha tenido ocasión de considerar directamente la protección contra riesgos 
derivados de graves daños medioambientales como exigencia del art. 2 en el Caso 
Oncryldiz v. Turquía. de 18 de junio de 2.002. Nueve miembros de la familia del deman­
dante murieron a consecuencia de un corrimiento de tierras de un vertedero. El Tribunal 
relaciona directamente protección de la vida y del medioambientc: ''El Tribunal debe pri­
mero apuntar que una violación del derecho a la vida puede relacionarse con cuestiones 
medioambientales capaces de plantear un serio riesgo para la vida". En esta conexión. "los 
recientes desarrollos de los estándares europeos a este respecto simplemente confirman 
una conciencia creciente de los deberes que incumben a las autoridades nacionales en el 
campo del medio ambiente, particularmente en relación con los vertederos y los riesgos 
inherentes". De aquí que el art. 2 sea aplicable en el caso. El Tribunal, para comprobar si 
el Estado cumplió su obligación, valora si estableció regulaciones preventivas (conclu­
yendo negativamente) y si respetó el derecho del público a la información sobre los ries­
gos (tampoco). El Tribunal sostuvo que , en el presente caso, las autoridades conocían o 
deberían haber conocido que los habitantes de ciertas áreas de chabolas estaban expuestos 



a un riesgo serio y real de su integridad física y vidas debido a las deficiencias del verte· 
dero municipal. En consecuencia, se produjo una violación del art. 2. Pero el Tribunal v~ 
más allá y valora también si los procedimientos penales y administrativos de compensa· 
ción han satisfecho los requerimientos del art. 2. Examina, por ejemplo , el proceso pena 
que se siguió considerando contrario a la Convención que el ministerio público califican 
los delitos de un modo más benigno que otro, aunque dos responsables municipales fue­
ron finalmente sancionados. Chequea también la compensación administrativa, conclu· 
yendo que se había pagado una indemnización escasa y, además, tarde. Habría habido vio· 
!ación del art. 2 también por "la ineficacia de la maquinaria judicial turca para remediar lm 
daños en el presente caso". A mi juicio, el Tribunal no resistió la tentación a impartir jus­
ticia por sí mismo y me pregunto si lo hubiera hecho también si el Estado demandado ne 
fuera Turquía sino otro de mayor pedigrí democrático. Desde el punto de vista técnico e~ 
difícil no compartir la opinión discrepante de los jueces Türmen y Maruste. El Tribunal ne 
tuvo en cuenta que la casa se construyó de modo ilegal en terrenos prohibidos . Hubo um 
reparación penal y otra administrativa. "El tribunal nacional examinó los hechos y decidié 
aplicar el art. 230 del Código Penal turco y no el art. 455. Nada hay en el juicio que sugic· 
raque el tribunal actuara arbitrariamente" La actuación del TEDH en este asunto es ur 
claro ejemplo del Tribunal "'actuando como una cua11a instancia" . 

C) Valoración por el Tribunal de sistemas penales y penitenciarios estatales a fin de exa· 
minar si protegen suficientemente la vida o reparan adecuadamente su pérdida. 

Ésta es una línea jurisprudencia! compuesta sólo por dos Sentencias, pero de calado 
ambas referidas a Italia. Calvelli y Ciglio v. Italia, de l7 de enero de 2.002 resuelve um 
demanda que alegaba que diversos retrasos procesales permitidos por el ordenamiento ita· 
Iiano habían impedido perseguir penalmente al doctor responsable por grave negligenci~ 
de la muerte de su hijo recién nacido. Aquí relaciona el Tribunal derecho a la protecciór 
de la vida y derecho a la protección de la salud: "Las obligaciones positivas mencionadm 
requieren a los Estados que establezcan regulaciones obligando a los hospitales, públicm 
y privados. a adoptar medidas apropiadas para la protección de las vidas de los pacientes 
También requiere un efectivo sistema judicial que pueda establecer la causa de la muertE 
de los pacientes .. . y que los responsables respondan". Esta relación es atractiva desde el 
punto de vista conceptual, pero amenaza con abrir la puerta, vía art. 2, de Estrasburgo al 
derecho de daños por negligencias médicas con resultado de muerte, lo que no sería, lógi· 
camente, de recibo. Pero volvamos a la argumentación de Calvclli, porque es muy intere­
sante. Rawna el Tribunal que incluso aunque la Convención no garantiza el derecho a ejer­
citar procesos penales contra terceros, él ha dicho en numerosas ocasiones que el cfectivc 
sistema judicial requerido por el art. 2 podría, bajo ciertas condiciones. incluir el recursc 
al Derecho Penal. Ahora bien, si la vulneración del derecho a la vida o a la integridad per­
sonal no es causada intencionadamente, la obligación positiva impuesta por el art. 2 parn 
establecer un sistema judicial efectivo no requiere necesariamente la existencia de un 
remedio de Derecho Penal en todo caso. En la esfera específica de la negligencia médica 
por ejemplo, la reparación podría ser satisfecha también ante los tribunales civiles. O 
mediante medidas disciplinarias. En el caso no habría habido violación del art . 2 porque 
aunque en el plano penal el delito prescribió, el demandante tenía abiertas las vías civil )' 
disciplinaria. 



En el Caso Mastromatteo v. Italia , de 24 de octubre de 2.002, el demandante acusaba 
a las autoridades nacionales de haber contribuido a crear las condiciones para el asesinato 
de su hijo porque éste lo había sido a manos de unos delincuentes que estaban disfrutando 
de régimen de prisión atenuada (permiso de salida y régimen semi-abierto). El Tribunal no 
considera, sin embargo, que el sistema de medidas alternativas a la prisión comprometa, 
en sí mismo, la responsabilidad del Estado bajo el art. 2 por la muerte de una persona cau­
sada por beneficiarios de tal sistema. El Tribunal reconoce el fin legítimo de una política 
de reintegración social progresiva de personas sentenciadas a prisión y examina a la luz 
del Convenio el sistema normativo italiano , concluyendo que está dotado de suficientes 
medidas de protección para la sociedad. Por tanto, "nada sugiere que las medidas de rein­
tegración aplicables en Italia en ese tiempo deban cuestionarse bajo el art. 2". 

V. CONCLUSIONES FINALES. 

El art. 2 del Convenio ha ido adquiriendo en la lectura que de él ha venido realizando 
el TEDH un significado en parte distinto al inicialmente previsto (que estaba ligado sobre 
todo a la pena capital) y, desde luego. mucho más amplio. Podría decirse que en el tiempo 
de aprobación del Convenio era fi rme la idea de la indisponibiliclad privada de la vida (esto 
cs. por parte ele su titular), pero se permitía un cierto margen (sujeto en tocio caso a lími­
tes. por supuesto) para la disponibilidad pública de la vida (es decir, por parte del Estado), 
mientras que. desde los años ochenta . se ha ido abriendo paso la tendencia general a con­
siderar cada vez menos disponible la vida para los agentes públ icos (abolición de la pena 
de muerte, entendimiento restrictivo de los límites del derecho a la vida, etc.), a la vez que 
se ha ido planteando con crndeza el debate sobre la disponibilidad "privada" de la propia 
vida. El Tribunal Europeo, en la Sentencia Pretty. no ha querido cerrar tal debate casi antes 
de haber empezado en los ordenamientos nacionales. con buen cri terio. a mi juicio, pues 
asuntos tan complejos y socialmente div isivos como éste. en los que se entrecrnzan inte­
reses diversos. deben ser abordados en primer lugar en los Estados miembros como luga­
res idóneos de ·'experimentación". de "ensayo y error'' y de maduración y contrastac ión de 
los argumentos en presencia. 

La jurisprudencia del TEDH ha sido particularmente garantista respecto de la tutela 
j urídica de la vida. interpretando de modo astringente sus límites y avanzando al máximo 
los estándares de protección. Son destacables. en e!>tc sentido. aportaciones como la iden­
tificación de la dimensión procedimental del derecho, que ha permitido al Tribunal conde­
nar a los Estados demandados por violación del derecho a la vida de personas (detenidas, 
encarceladas. desaparecidas, etc.) sobre las que no se ha tenido constancia, más allá de toda 
duela razonable. que hubieran siclo asesinadas por las fuerzas de seguridad . pero sobre las 
que el Estado ten ía un deber general de protección, de modo que éste tenía que haber rea­
lizado una "investigación oficial efectiva" pero no lo hizo. La precisa configuración de los 
contornos ele tal investigación es otro hallazgo conceptual indudable del Tribunal. Es claro 
y constante el mensaje del TEDH de tolerancia-cero contra los excesos estatales de la lucha 
antitcrrorista. Dentro de los nuevos significados del derecho consagrado en el art. 2 del 
Convenio. es interesante, sin duda, la ampliación de las obligaciones de protección del 
Estado que el Tribunal observa amparadas por él en relación con ciertos riesgos contra la 



vida de las personas, provenientes en algún caso incluso de otros particulares y no ya sólc 
de las fuerzas de seguridad estatales (recuérdese e l caso Osman). 

Pero la interpretación del Tribunal plantea también algunos problemas, aludidos en e 
texto. Fundamentalmente. tres: 

( I '') Que el Tribunal se convierta en juez de los hechos. al modo de una tercera o cuar· 
ta instancia. suplantando con su decisión la adoptada antes por órganos judiciales mejo1 

situados para apreciar y valorar las circunstancias del caso (recuérdese el significativo vote 
particular de nueve jueces a la Sentencia McCann). 

(2") Que. al conectar la protección de la vida. en el marco conceptual de la noción d< 
"riesgo··. con la tutela de otros bienes (salud, medio ambiente, seguridad), se abra todavú 
más las (ya de por sí amplias) posibilidades de enjuiciamiento del Tribunal (me remito ¡ 

la valoración crít ica de la Sentencia Oneryldiz) y la permanente tentación de hacer justi· 
c ia en el caso concreto. Son de intcn!s. en este sentido, las aprec iaciones de ULRICH 
BECK (La sociedad del riesgo. Paidós Básica. Barcelona 1.998). Las sociedades indus· 
trialiLadas de la era tecnológica pueden escapar de la miseria pero ya no del riesgo y e 
miedo asociado: los peligros . que a menudo no son visibles. se han convertido en "polizo. 
nes del consumo normal, viajan con el viento y el agua. están presentes en todo". Junto < 
la determinación científica del riesgo, emerge una percepción social del mismo. que tam­
bién debe ser considerada. En este contex.to. se produt:en muchos tipos de conflictos irre· 
rnnciliables (porque a menudo no es posible una determinación científica ex.acta del pro· 
blcma) en los que se enfrentan expertos de toda clase. Estos conflictos desembocan a vece~ 
ante un juez. ·'La sistemática inseguridad de las ciencias. originada por la sobreproducciór 
de resultados parciales. h ipotéticos. inconexos y contradictorios interfiere en el sistem¡¡ 
jurídico y abre espacios de decisión a jueces 'independientes"'. Esto. concluye BECK 
.. representa la pluralización y politizaci6n de las deliberaciones jurídicas". Una de las con­
secuencias es que "legislador y adrninistrat:ión acaben sentados. con mayor frecuencia. en 
el banquillo de los acusados". Las expectativas de procesos de revis ión judicial en lm 
casos de conflicto ··crean una omnipotencia del papel de los jueces y reducen en espacie 
del juego de l legislador y la administración··. Este riesgo. típico de la sociedad del riesgo 
se agudiza en d caso del TEDH. 

('.\' ')Que, por el expediente de valorar si los ordenamientos estatales protegen de modo 
suficiente el derecho a la vida. el Tribunal se convierta en ··juez de la convencionalidad'" 
con capacidad para enjuiciar la compatibilidad con el Convenio de Roma. prácticamente 
en abstracto. además. y con una débil conexión al caso planteado. de ramas enteras del 
ordenamiento jurídico interno (derecho procesal penal, penitenciario, etc.). 

VI. ANEXO JURISPRUDENCIAL. 

I. Doctrina general sobre el art. 2 de l Convenio: McCann y otros v. Reino Unido. de 
27 de septiembre de 1.995. 

2. Protección ante las muertes causadas por agentes del Estado: 



- fuerzas y operaciones especiales: McCann y otros v. Reino Unido, de 27 de sep­
tiembre de 1.995; 

- requisitos de la investigación oficial efectiva: Jordan v. Reino Unido, de 4 de mayo 
de 2.00 1; 

- desaparecidos: <;akici v. Turquía, de 8 de julio de 1.999. 
- muertes en dependencias policiales: Aktas v. Turquía, de 24 de abril de 2.003. 

3. Suicidio asistido: Pretty v. Reino Unido, de 29 de abril de 2.002. 
4. Estatuto jurídico del feto humano: Vo v. Francia. de 8 de julio de 2.004. 
5. Protección estatal ante riesgos para la vida provenientes de: 
- terceros: Osman v. Reino Unido, de 28 de octubre de 1.998; 
- daños ambientales: Oneryldiz v. Turquía, de 18 de junio de 2.002; 
- insuficientes regulaciones estatales procesales penales: Calvalli y Ciglio v. Italia, de 

17 de noviembre de 2.002, y penitenciarias: Mastromatteo v. Italia, de 24 de octubre de 
2.002. 


